[image: Cover]

CONSEJO DE REDACCIÓN



Manuel ABELLA POBLET

Secretario de la Administración de Justicia

Enrique ARNALDO ALCUBILLA

Letrado de las Cortes. Profesor Titular de Derecho Constitucional.

Feliciano BARRIOS PINTADO

Catedrático de Historia del Derecho y de las Instituciones.

Julio CASTELAO RODRÍGUEZ

Secretario de la Administración Local. Profesor de Derecho Administrativo

Manuel DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-CAMPERO

Letrado de las Cortes Generales

Tomás-Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ

Catedrático de Derecho Administrativo

José Luis GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA

Secretario de Administración Local.

Vocal Permanente de la Comisión General de Codificación

Jesús GONZÁLEZ PÉREZ

Catedrático de Derecho Administrativo

Jesús María GONZÁLEZ PUEYO

Secretario de Administración Local.

Profesor Titular de Derecho Administrativo.

Federico Andrés LÓPEZ DE LA RIVA CARRASCO

Secretario de Administración Local. Magistrado.

José ANTONIO LÓPEZ PELLICER

Secretario de Administración Local.

Profesor Titular de Derecho Administrativo

Santiago MUÑOZ MACHADO

Catedrático de Derecho Administrativo.

Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR

Catedrático de Derecho Administrativo. Letrado de las Cortes






URBANISMO MENOR



Manual de consulta

práctico para juristas

y técnicos

Comentarios

Legislación

Jurisprudencia

Consultas

Formularios

Antonio Cano Murcia

Técnico de la Administración Local

Abogado urbanista






Director General de LA LEY: Alberto Larrondo Ilundain

Director de Publicaciones: Fernando Castro Abella

Coordinación editorial: Isabel Aylagas Rodríguez

Diseño de la portada: Raquel Fernández Cestero



EL CONSULTOR DE LOS AYUNTAMIENTOS (LA LEY)

C/ Collado Mediano, 9

28230 - Las Rozas (Madrid)

Tel.: 902 250 500 - Fax: 902 42 00 12



© Wolters Kluwer España, S.A., 2009

© Antonio Cano Murcia, 2009



Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, Wolters Kluwer España, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.



Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a CEDRO (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.



El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.



ISBN: 978-84-7052-440-0

ISBN Digital: 978-84-7052-539-1

Depósito Legal:

Printed in Spain.



Impreso en España por:


	
 Gráficas Muriel, S.A. 

	
 C/ Investigación, 9 

	
 Pol. Ind. Los Olivos 

	
 28906 GETAFE (Madrid) 







Presentación 



El urbanismo se mueve en torno a unos grandes pilares, como es el planeamiento urbanístico, la gestión urbanística y la disciplina urbanística en general, sin tener en cuenta unos apoyos necesarios que hacen posible que en la práctica habitual el urbanismo llegue a los ciudadanos, que en definitiva son los destinatarios del mismo.

El urbanismo no es sólo el planeamiento general (PGOU), y todo su planeamiento de desarrollo (planes parciales, planes especiales, estudios de detalle, proyectos de urbanización), de gestión (juntas de compensación, proyectos de reparcelación, expropiación urbanística) y de control de la legalidad urbanística, sino que también está integrado por pequeñas actuaciones que tienen una gran presencia en la práctica administrativa y que, sin embargo, no han merecido de una forma independiente ser plasmados en un libro en el que se intente recoger la mayoría de lo que bajo la denominación de «urbanismo menor»  (1)  conforma un ingente número de actuaciones urbanísticas municipales de gran trascendencia en la práctica urbanística diaria.

Asuntos como las obras menores, las licencias de ocupación y primera utilización, los usos provisionales, las segregaciones y parcelaciones urbanísticas, etc., son algunos de los temas que se abordan en este libro, que con su carácter eminentemente práctico y de consulta pretende llenar un hueco en la ya amplia bibliografía urbanística, pero que, como se ha dicho, no se ha detenido en el estudio puntual de estos temas.

Con este libro se pretende dar información y respuestas a toda una serie de preguntas que en el día a día necesitan y se hacen los funcionarios municipales (secretarios de ayuntamientos, técnicos, administrativos que gestionan expedientes) sobre aspectos muy puntuales del urbanismo que, sin embargo, ocupan una gran parte de la labor administrativa y del servicio a los ciudadanos.





	 (1) 

	También este urbanismo menor, siguiendo a PARADA VÁZQUEZ, J. R., puede ser denominado como «microurbanismo», integrado por la normativa reguladora de la intervención administrativa en la fase final de la construcción de la ciudad, citado por NIETO-GUERRERO LOZANO, Ana M.ª, en su libro Licencia Urbanística y Comunicación Previa de Obras, Aranzadi, 2007, pág. 13.


	 Ver Texto 







Abreviaturas 





	CA
	Comunidad autónoma



	CC.AA.
	Comunidades autónomas



	CE
	Constitución española de 1978



	LFOTU
	Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra



	LPO
	Licencia de ocupación y primera utilización de los edificios



	LOE
	Ley de Ordenación de la Edificación



	LOTRUSCA
	Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.



	LRBRL
	Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local



	LRJAP-PAC
	Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	LOE
	Ley de Ordenación de la Edificación



	LS/07
	Ley de Suelo de 28 de mayo de 2007



	LSOTEX
	Ley 15/2001, de 14 de diciembre, de Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura



	LOTULR
	Ley 5/2006, de 2 de mayo, Normas Reguladoras de la Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja



	LOUA
	Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía



	LOUGA
	Ley 9/2002, de 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia.



	LS/56
	Ley de Suelo de 12 de mayo de 1956



	LSM
	Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid



	LSNUCV
	Ley 10/2004, de 9 de diciembre, del suelo no urbanizable de la Comunidad Valenciana



	LSRIB
	Ley 6/1997, de 8 de julio. Regula el suelo rústico en Islas Baleares



	LSUPV
	Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo del País Vasco



	LUA
	Ley 5/1999, de 25 de marzo, urbanística de Aragón



	LUV
	Ley 16/2005, de 30 de diciembre, urbanística Valenciana



	LUCyL
	Ley 5/1999, de 8 de abril, de urbanismo de Castilla y León



	RDU
	Decreto 2187/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de disciplina urbanística



	ROF
	Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales



	RSCL
	Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales



	SJCA
	Sentencia juzgado de lo contencioso-administrativo



	TRLHL
	Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales



	TRLOTAU
	Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha



	TRLOTCAN
	Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo. Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio y de Espacios Naturales Protegidos de Canarias



	TRLS/08
	RDL 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo.



	TRLS/76
	Texto Refundido de la Ley de Suelo de 9 de abril de 1976



	TRLS/96
	Texto Refundido de la Ley de Suelo de 26 de junio de 1992



	TRLSRM
	Decreto Legislativo 1/2005, de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo de la Región de Murcia



	TROTUPA
	Decreto Legislativo 1/2004, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo del Principado de Asturias.



	TRLUCAT
	Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña.









Preguntas prácticas 



Un estudio de las licencias de ocupación y primera utilización de los edificios (en adelante LPO) pasa necesariamente por su análisis, no sólo del derecho positivo que concurren en las mismas, al igual que para el resto de los capítulos de este libro, sino también por contestar a múltiples cuestiones que suscita este tipo de licencia, que por ser el último contacto que mantiene el Ayuntamiento con el promotor, mediante el control que realiza con la LPO (SJCA Pamplona de 7 abril 2005) no por ello deja de tener importancia, sino que su interés se agudiza cuando ante la falta de la misma el propietario de la vivienda, que no siempre coincide con el promotor, se ve frenado en el ejercicio del derecho a disfrutar de la vivienda digna y adecuada que proclama el art. 47 CE.

Múltiples son las cuestiones y, por ende, las preguntas que suscita este tipo de licencias, a las que desde estas páginas vamos a intentar dar respuesta de una forma clara y concisa, apoyándonos fundamentalmente en la legislación y jurisprudencia que sobre las mismas existe.

1.1.  ¿Es lo mismo la licencia de ocupación que la de utilización?

Como puede comprobarse en el cuadro resumen que se expone a continuación, no existe unanimidad en la normativa autonómica en torno a la LPO, dándose la circunstancia de que ambos términos se usan en algunas comunidades autónomas y en otras no, prevaleciendo el término ocupación frente a utilización.

La licencia de (primera) ocupación se refiere fundamentalmente a la habilitación administrativa para tomar posesión del inmueble/vivienda desde el punto de vista urbanístico, como colofón a la terminación de la obra, su adecuación al proyecto que le sirve de soporte, permitiéndose, a partir de dicho momento, «ocupar» el inmueble/vivienda.

Por su parte la licencia de (primera) utilización hace referencia a la posibilidad de usar el inmueble terminado, siempre que el uso sea compatible con el planeamiento. Este inmueble estará relacionado con actividades industriales, mercantiles, y de cualquier otra índole que no necesiten licencia de apertura o actividad y que, sin embargo, necesiten como acto de control administrativo previo la licencia de utilización. (Piénsese, por ejemplo, en el caso de actividades profesionales no sujetas a licencia de apertura y que necesita licencia de utilización, o incluso en las actividades sujetas a licencia de apertura en las que ésta no es suficiente para contratar determinados servicios de suministro, entrando en juego la licencia de utilización, que no de ocupación para la contratación de tales suministros). No obstante, esto no es una cuestión pacífica, ya que depende del ordenamiento de cada Comunidad Autónoma e incluso de lo que las ordenanzas municipales regulen al respecto.



	COMUNIDAD AUTÓNOMA
	NORMA
	ARTÍCULO
	LICENCIA




	Andalucía
	LOUA
	169.1 e)
	Ocupación y primera utilización



	Aragón
	LUA
	169
	Licencia de ocupación



	Canarias
	TRLOTCAN
	166.1 h)
	Primera utilización y ocupación



	Cantabria
	LOTRUSCA
	183
	Primera ocupación



	Castilla-La Mancha
	TRLOTAU
	169.1 a)
	Primera utilización y ocupación



	Castilla y León
	LUCyL
	97.1 e)
	Primera ocupación o utilización



	Cataluña
	TRLUCAT
	179.2 e)
	Primera utilización y ocupación



	Comunidad de Madrid
	LSM
	151.1 f)
	Primera utilización y ocupación



	Comunidad Valenciana
	LUV
	191.1 f)
	Primera ocupación



	Extremadura
	LSOTEX
	184.1 a)
	Primera ocupación



	Galicia
	LOUGA
	194.2
	Primera utilización



	Ley 18/2008
	20
	Primera ocupación



	Islas Baleares
	Ley 10/1990
	2.8)
	Primera utilización u ocupación



	La Rioja
	LOTULR
	192.2 g)
	Primera utilización



	Ley 2/2007
	3.6)
	Primera ocupación



	Navarra
	LFOTU
	189.1 h)
	Primera utilización u ocupación



	País Vasco
	LSUPV
	207.1 r)
	Primera utilización



	Principado de Asturias
	TROTUPA
	228.2)
	Primera utilización



	Región de Murcia
	TRLSRM
	214 c)
	Primera ocupación





1.2.  ¿Qué es la LPO?

La LPO es, ante todo, una modalidad de licencia urbanística (art. 169 LUA) o título administrativo municipal que acredita el cumplimiento de las condiciones impuestas por la licencia urbanística de obras (art. 3.6 de la Ley 2/2007, de 1 de marzo de Ley de Vivienda de la Comunidad Autónoma de La Rioja), teniendo el carácter de acto administrativo de naturaleza reglada.

Hay que considerar que en el caso de que no existan condiciones en la licencia de obras, no por ello pierde su naturaleza la LPO, ya que no siempre aquella licencia se otorga con condiciones, salvo que se entienda como condición genérica ejecutar las obras con arreglo al proyecto técnico que sirve de base para la concesión de la licencia, y de acuerdo con el planeamiento que le da soporte.

1.3.  ¿Son necesarias siempre las LPO?

Se puede decir que las LPO son necesarias, aunque no de solicitud obligatoria, en la medida en que para la contratación de determinados servicios, luz, agua, telefonía, gas, se exige estar en posesión de la misma.

Asimismo no es necesaria en el caso en que entra en colisión con la licencia de actividad clasificada o de apertura, pues, tal como dice el art. 169 LUA, «la licencia de ocupación se exigirá para la primera utilización de los edificios y la modificación del uso de los mismos, cuando no sean necesarias la licencia de actividad clasificada ni la de apertura», o el art. 184.2 LOTRUSCA, «para la contratación definitiva de los servicios (de energía eléctrica, agua, gas, telefonía y otros servicios propios de los inmuebles), las empresas suministradoras exigirán la licencia de primera ocupación o, según los casos, la licencia de apertura o actividad clasificada».

El art. 5 LOE dispone que la construcción de edificios, la realización de obras que en ellos se ejecuten y su ocupación precisará las preceptivas licencias y demás autorizaciones administrativas procedentes, de conformidad con la normativa aplicación.

1.4.  ¿Qué objeto persigue la LPO?

La LPO tiene como función primordial acreditar que las obras ejecutadas se adaptan a un proyecto que les sirve de base para su concesión, así como si se han cumplido las condiciones que se impusieron en la licencia de obras. Por lo tanto, tiene una función de contrastar la correspondencia existente entre lo proyectado y ejecutado.

Como dice la STSJ Andalucía (Málaga) de 8 de julio de 2007, la licencia de primera ocupación tiene por finalidad el control efectivo del cumplimiento de la licencia de obras, tratando de controlar que la obra realizada se corresponde con las prescripciones contenidas en el proyecto e instrumentos complementarios, así como con las condiciones que en su día sirvieron de soporte al acto base de concesión de la licencia de obra.

Para el Decreto 347/2002, de 19 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón (art. 156.1) la LPO tiene por objeto acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas en la licencia de obras.

El art. 185.1 LOTRUSCA, dispone que la finalidad de la LPO es la de verificar el cumplimiento efectivo de las prescripciones contenidas en la licencia de obras y de los usos permitido por el Plan; mientras que para la Ley 3/2001, de 26 de abril, por la que se aprueban las normas reguladoras de la calidad, promoción y acceso a la vivienda en Extremadura, la LPO es el documento que acredita el cumplimiento de las condiciones impuestas por la licencia urbanística de obras.

1.5.  ¿Qué documentos son necesarios para tramitar la LPO?

Dentro del procedimiento que ha de seguirse para la tramitación de la LPO, debemos distinguir dos clases de documentos. De una parte está el expediente de obras que es objeto de aquélla, y que obviamente obra en poder del Ayuntamiento.

De otra parte nos encontramos con la documentación propiamente dicha que el interesado tiene que presentar ante el Ayuntamiento. La relación de estos documentos en la práctica se regula en las ordenanzas municipales de edificación, o en el propio planeamiento general, sin que podamos afirmar que exista una uniformidad sobre la misma, aunque se pueden diferenciar dos clases de documentos, que se han de presentar junto con la solicitud, uno de carácter obligatorio y otro potestativo.

Documentos obligatorios:


	
- Certificado final de obra. 

	
- Certificado de aislamiento acústico  (1) . 

	
- Acta de recepción de las obras de urbanización  (2) . 



Documentos potestativos:


	
- Copia de la licencia de obras. 

	
- Justificante de dar el inmueble de alta en el IBI. 

	
- Fotografías del inmueble. 

	
- Justificante del abono de la tasa correspondiente (autoliquidación). 



La Orden ITC/1077/2006, de 6 de abril, del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio por la que se establece el procedimiento a seguir en las instalaciones colectivas de recepción de televisión en el proceso de su adecuación para la recepción de la televisión digital terrestre, modificando determinados aspectos administrativos y técnicos de las infraestructuras comunes de telecomunicación en el interior de los edificios, en un alarde de control de las competencias que en materia de urbanismo tienen las CC.AA. y los ayuntamientos, y del que carece el Estado, circunscritas al TRLS/08, viene a imponer a los ayuntamientos la prohibición de conceder licencias y permisos de primera ocupación sin la previa presentación del Boletín de Instalación de Telecomunicaciones sellado por la Jefatura de Inspección de Telecomunicaciones correspondiente, así como el Anexo al proyecto técnico original cuando exista.

A nuestro juicio esta imposición excede de la competencia que la Administración estatal tiene en materia de urbanismo, al incidir sobre un acto sujeto a licencia urbanística, cuyo procedimiento y requisitos de tramitación se establece a través de la normativa urbanística propia de cada CA.

El art. 185.2 LOTRUSCA exige para el otorgamiento de la LPO la presentación de certificación del facultativo director de las obras que acredite el cumplimiento de las condiciones de la correspondiente licencia urbanística.

Por su parte, el art. 293.2 d) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León dispone que las solicitudes de LPO deben acompañarse de un certificado acreditativo de la efectiva finalización de las obras suscrito por técnico competente, así como de una declaración del mismo técnico sobre la conformidad de las obras ejecutadas con el proyecto autorizado por la licencia de obras correspondiente.

El art. 7 de la LOE reconoce el derecho de los usuarios y, por ende, la obligación del director de la obra de entregar a la finalización de ésta el «Libro del Edificio» necesario para la formalización de los correspondientes trámites administrativos, por lo que puede entenderse que el mismo es necesario para la solicitud de la licencia de primera ocupación. Así, el art. 14.4 de la Ley 2/1999, de 17 de marzo, de la Comunidad de Madrid -por la que se establecen medidas para la calidad de la edificación- dispone que no se otorgarán licencias de primera ocupación o cualquier otro documento que con ese fin prescriban las normas vigentes, si no consta que el Libro del Edificio se ha depositado en el Ayuntamiento correspondiente.

Frente a tal derecho, el art. 9.2 e) de la LOE obliga al promotor a entregar al adquirente, en su caso, de la documentación de obra ejecutada, o cualquier otro documento exigibles por las Administraciones competentes.

Respecto al certificado final de obra puede ocurrir que, por razones diversas (p. ej., falta de pago de honorarios de dirección de obra), el promotor no tenga el certificado citado, pudiéndose sustituir en este caso por la comprobación administrativa  (3) .

1.6.  ¿Puede concederse una LPO parcial?

La propia naturaleza de la LPO prejuzga que su otorgamiento ha de ser para la totalidad del edificio; no obstante, y con carácter excepcional, puede admitirse con concesión parcial siempre que se den unos requisitos básicos o fundamentales que se concretan en que la parte del inmueble(s) al que se concede la misma tenga unidad funcional independiente, de forma tal que permita su ocupación y sin que la misma suponga dificultad o impedimento alguno para la continuación de las obras restantes  (4) .

No existe una práctica legislativa que acoja a la LPO parcial  (5) , aunque sí se reconoce de forma expresa en el Decreto 22/2004 de Castilla y León, citado anteriormente, que en su art. 312 regula la concesión de licencia parcial de primera ocupación o utilización limitada a parte de las construcciones e instalaciones ejecutadas conforme a una previa licencia urbanística, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:


	
a) Que las partes para cuya primera ocupación o utilización se solicite autorización resulten técnica y funcionalmente susceptibles de ser utilizadas de forma independiente, sin detrimento de las restantes. 

	
b) Que en la ejecución del resto de las obras previamente autorizadas se estén cumpliendo, en el momento de la solicitud de licencia parcial, los plazos y las demás determinaciones que imponga la normativa aplicable. 

	
c) Que cuando el Ayuntamiento considere oportuno exigirlo, el solicitante constituya una garantía para asegurar la correcta ejecución de las obras restantes. 



También pueden otorgarse licencias de primera ocupación o utilización a partes de las construcciones e instalaciones que cumplan la normativa urbanística, cuando existan otras partes que no se ajusten a la misma en aspectos de detalle o escasa entidad, siempre que se cumplan las condiciones a) y b) anteriores.

Pese a esta apertura normativa, no seguida por el resto del ordenamiento urbanístico autonómico, salvo en el caso del País Vasco (art. 207 LSUPV) y de la Región de Murcia (art. 216.5 TRLSRM)  (6)  la reticencia y restricción a su concesión es acogida por la jurisprudencia de forma casi unánime, salvo en el caso del TSJ Castilla y León por ser en esta comunidad donde se ha abierto la posibilidad del otorgamiento de esta licencia. Así, STSJ Castilla y León (Burgos) 23 junio y 15 diciembre 2006.

La STS de 1 septiembre 1987 se inclina por una tesis negativa motivada, al afirmar que «Para pronunciarse sobre la corrección jurídica de la sentencia apelada, la cuestión a resolver se concreta en determinar si en los supuestos de licencia de primera ocupación puede o no concederse licencia parcial limitada a la parte de la edificación que cumple la normativa urbanística cuando otra parte de aquélla se aparta de dicha normativa. La Sala entiende que esta cuestión debe resolverse en sentido negativo, esto es, en el de entender que no cabe la posibilidad referida de la licencia parcial concretada a la parte del edificio que cumple con la normativa urbanística». También la STS 23 de junio de 1998, cuando dice que por lo que hace a la unidad de la obra de urbanización y de la licencia de primera utilización es evidente que ninguna de ellas puede ser susceptible de una consideración parcial y separada.

Por su parte la STS de 14 de diciembre de 1998 admite de forma vaga e imprecisa el otorgamiento de licencia de primera ocupación parcial  (7) , al decir que:

«En estas condiciones el compromiso de la parte apelante de excluir de la licencia de ocupación la superficie de sótano destinada a los aparcamientos situados junto a la medianería con la finca colindante no significa sino el reconocimiento de que en esa parte la obra ejecutada no se ajustaba a la licencia concedida y debe reconocérsele el valor vinculante que le ha atribuido la sentencia apelada. Y ello independientemente de la posibilidad de conceder licencias parciales de primera ocupación».


En las Comunidades Autónomas en las que se guarda silencio sobre la licencia de primera ocupación parcial, la remisión a las ordenanzas municipales se vislumbra como el camino a seguir para dar cobertura legal a esta atípica manifestación de licencia urbanística.

1.7.  ¿Pueden concederse LPO provisionales?

Podría entenderse que exige cierta similitud entre la LPO parcial y la provisional, si se considera que la primera está llamada a convertirse en definitiva cuando se termine la totalidad del edificio, o cuando se estime que la segunda está vigente, condicionada a la terminación de algunos elementos edificatorios que sin impedir la ocupación del inmueble, sin embargo no está en condición de poder certificarse la terminación total (p. ej., falta de enfoscado de fachada, no ejecución total de la obras de urbanización, estando garantizadas las mismas, falta de terminación de algunas piezas habitables del inmueble, como es el caso de sótano o semisótano, sin que ello impida la ocupación del resto, etc.).

Por lo tanto, podemos afirmar que hablar de LPO provisional y parcial supone que el proyecto primigenio no está ejecutado en su totalidad, pero que pese a ello puede ser ocupado hasta la terminación del mismo.

Frente al silencio legislativo sobre la LPO provisional, sí existe pronunciamiento expreso de otorgamiento de Cédula de Habitabilidad con tal carácter, lo que nos lleva a concluir que en el ámbito urbanístico deberían regularse los modos en los que de forma reglada podría concederse la misma.

El art. 3.7 de la Ley 2/2007 de 1 de marzo de vivienda de La Rioja dispone que la Cédula de Habitabilidad es el documento que acredita que la vivienda cumple con los requisitos de construcción y es apta para ser empleada como residencia humana. Podrán ser ordinarias o meramente provisionales para aquellos supuestos en los que no sea viable la expedición de las primeras, y tanto su contenido como su vigencia se desarrollarán reglamentariamente.

Por su parte, el Decreto Foral 142/2004, de 22 de marzo, por el que se regulan las condiciones mínimas de habitabilidad de las viviendas en la Comunidad Foral de Navarra, se refiere a la cédula provisional, diciendo que su otorgamiento será excepcional y se condicionará a la realización de obras que adecuen la vivienda o el edificio a las condiciones mínimas de habitabilidad dentro del plazo de vigencia de la misma.

1.8.  ¿Qué duración o vigencia tienen las LPO?

Las licencias relativas a las condiciones de una obra o instalación tienen vigencia mientras subsistan aquéllas, lo que supone que tienen carácter temporal desplegando sus efectos mientras que no se dé alguna de las circunstancias que determinen su extinción.

Las causas de extinción de las licencias son:


	
- Anulación (art. 16.2 RSCL). 

	
- Revocación (art. 16.1 RSCL). 

	
- Desistimiento (art. 90 LRJAP-PAC). 

	
- Renuncia (art. 90 LRJAP-PAC). 

	
- Caducidad (art. 92 LRJAP-PAC). 



Aunque no existe un pronunciamiento expreso acerca de la duración o vigencia de las LPO, sí podemos afirmar que las mismas han de entenderse otorgadas con carácter indefinido (en este sentido, el art. 6.2 de la Ley 2/2007 de 1 de marzo de vivienda de La Rioja) no estando sujetas a revisión o control posterior por parte del Ayuntamiento.

Frente a este régimen, en la Comunidad Valenciana cuando hubieran transcurrido diez años desde la obtención de la primera licencia de ocupación, será necesaria su renovación al efectuarse la segunda o posterior transmisión de la propiedad o asimismo, cuando fuera preciso formalizar un nuevo contrato de suministro (art. 33.2 Ley 3/2004 de 30 de junio, de fomento de la calidad de la edificación).

1.9.  ¿Son compatibles las LPO con las Cédulas de Habitabilidad?

Como tendremos ocasión de comprobar en el estudio de las Cédulas de Habitabilidad, no existe incompatibilidad alguna entre ambas, siendo necesarias las LPO para que se pueda otorgar la Cédula de Habitabilidad.

El art. 4 del Decreto 117/2006, de 1 de agosto, por el que se regulan las condiciones de habitabilidad de las viviendas y el procedimiento para la obtención de la Cédula de Habitabilidad en las Islas Canarias dispone que para la concesión de la Cédula de Habitabilidad es necesario contar con el otorgamiento de la licencia de primera ocupación, la cual puede solicitarse al mismo tiempo que ésta.

1.10.  ¿Son transmisibles las LPO?

El art. 13 RSCL dice que las licencias relativas a las condiciones de una obra, instalaciones o servicio serán transmisibles, debiendo comunicarlo el anterior y nuevo titular por escrito a la Corporación, sin lo cual quedarán ambos sujetos a todas las responsabilidades que se deriven para el titular.

Considerando que las LPO forman parte de las licencias urbanísticas, nada impide que las mismas, con los requisitos anteriores, se transmitan a terceros, sin que el Ayuntamiento pueda oponerse a dicha transmisión.

1.11.  ¿Sirven las LPO para acreditar la terminación de las obras?

La respuesta a esta pregunta la encontramos en el art. 32.1 a) del RDU en el que se considera que unas obras amparadas por licencia están totalmente terminadas, cuando sean de nueva planta, a partir de la fecha de expedición del certificado final de obras, suscrito por el facultativo o facultativos competentes, y a falta de este documento, desde la fecha de notificación de la licencia de ocupación o de la cédula de notificación.

En sentido parecido se pronuncia el art. 316.4 del Decreto 22/2004, de Castilla y León, el que se remite en primer lugar a la fecha que conste en el certificado final de obra, y en su defecto hay que atenderse, y por este orden, a:


	
- fecha que conste en el acta de recepción de la obra; 

	
- fecha de notificación de la LPO o utilización; 

	
- fecha que resulte de cualquier dato que indique la terminación de las obras a juicio del Ayuntamiento. 



En Cataluña el art. 91.1 del Decreto 179/1995 considera que la obra está terminada cuando el director facultativo certifique:


	
- la fecha de terminación de las obras; 

	
- que las obras se han realizado de acuerdo con el proyecto aprobado, o sus modificaciones posteriores y las condiciones impuestas; 

	
- que la edificación está en condiciones de ser utilizada. 



1.12.  ¿Puede otorgarse LPO sin que se haya procedido a la recepción de las obras de urbanización?

Una de las causas más frecuentes en la denegación de la LPO es, precisamente, que las obras de urbanización no se han terminado, o lo que es lo mismo, que el Ayuntamiento no ha recibido provisionalmente la urbanización, por lo que se prejuzga que ante tal falta de recepción la vivienda no cuenta con los servicios urbanísticos necesarios para ser ocupada (suministro de energía eléctrica, agua, acceso rodado, saneamiento, alumbrado público, etc.). Así ya se pronunciaba el art. 21.2 d) RSCL, cuando se dice que para la concesión la LPO se examinará si el edificio puede destinarse a determinado uso, por estar situado en zona apropiada y reunir las condiciones técnicas de seguridad y salubridad, y, en su caso, si el constructor ha cumplido el compromiso de realizar simultáneamente la urbanización.

El art. 207.2 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, dice que en ningún caso el Ayuntamiento puede otorgar licencia de primera ocupación o utilización de cualesquiera construcciones o instalaciones si no se ha recibido la urbanización.

Junto a esta regla, lógica por otro lado, de la necesidad de que el inmueble tenga los servicios urbanísticos e infraestructuras necesarias para ser ocupada, existe una excepción. Nos estamos refiriendo a las viviendas y construcciones que se realizan en el suelo no urbanizable, en el que por su propia naturaleza carece de servicios urbanísticos, así como en las construcciones provisionales.

En estos supuestos se ha de considerar que no son de aplicación los requisitos citados, limitándose la intervención del Ayuntamiento a comprobar la adecuación de lo proyectado a lo construido. Esto no supone que dichas viviendas o edificaciones no cuenten con las infraestructuras mínimas necesarias para su ocupación, las que se habrán justificado con ocasión de la tramitación del pertinente expediente, dándose en el mismo solución fundamentalmente al suministro de energía eléctrica y al abastecimiento de agua.

1.13.  ¿Qué es la Cédula de Habitabilidad?

Resulta curioso en el marco normativo de las CC.AA. cómo la Cédula de Habitabilidad va sufriendo vaivenes de tal magnitud que nos llevan a contemplarlas, desde unas CC.AA., como documentos imprescindibles para que se puedan habitar unas viviendas, hasta otras que no sólo ignoran este documento, sino que incluso han llegado a derogar la normativa que la regulaba. (Andalucía -Decreto 283/1987, de 25 de noviembre- y País Vasco -Decreto 189/1997, de 29 de julio-).

Ponemos de manifiesto lo anterior para llamar la atención del trato desigual que se hace sobre un mismo hecho como es la ocupación de la vivienda.


	
- Para el art. 4 del Decreto 117/2006, por el que se regulan las condiciones de habitabilidad de las viviendas y el procedimiento para la obtención de la Cédula de Habitabilidad en Islas Canarias, la Cédula de Habitabilidad constituye el documento que acredita la aptitud de una edificación destinada a vivienda libre para poder ser habitada. 

	
- La Ley 3/2001, de 26 de abril, por la que se aprueban las Normas reguladoras de la Calidad, Promoción y Acceso a la Vivienda en Extremadura, en su art. 3.9 la Cédula de Habitabilidad es el documento que acredita que la vivienda cumple con los requisitos de construcción y es apta para ser empleada como residencia humana. 

	
- La Ley 2/2007, de 1 de marzo de Vivienda de La Rioja en su art. 3.7 define la Cédula de Habitabilidad como el documento que acredita que la vivienda cumple con los requisitos de construcción y es apta para ser empleada como residencia humana. 

	
- El Decreto 6/1995, de 18 de enero de Régimen jurídico de la habitabilidad y procedimientos administrativos relacionados con la misma del Principado de Asturias, en su art. 4 la define como el documento administrativo que reconoce y ampara la aptitud de una vivienda para ser destinada a residencia humana. 



Notas características de la Cédula de Habitabilidad son:


	
- No es anterior a la LPO. 

	
- Es compatible con la LPO. 

	
- No se exige en todas las CC.AA. 

	
- Su finalidad se confunde con la LPO: contratar servicios de energía eléctrica, agua, gas, telefonía, y comprobar las condiciones de seguridad y habitabilidad del inmueble. 



CUADRO RESUMEN DE NORMAS BÁSICAS SOBRE CÉDULA DE HABITABILIDAD EN CC.AA.



	COMUNIDAD AUTÓNOMA
	NORMATIVA




	Andalucía
	Suprimida por Decreto 282/1987



	Canarias
	Decreto 117/2006



	Cantabria
	Decreto 141/1991



	Castilla y León
	Suprimida por Decreto 147/2000



	Comunidad Valenciana
	Decreto 161/1989



	Extremadura
	
— Suprimida por Decreto 73/1988

— La Ley 3/2001 vuelve a dar carta de naturaleza a la Cédula de Habitabilidad (arts. 15 y 16)





	Galicia
	Suprimida por Decreto 311/1992



	Islas Baleares
	Decreto 145/1997



	La Rioja
	Ley 2/2007



	Navarra
	Decreto foral 142/2004



	País Vasco
	Suprimida por Decreto 189/1997



	Principado de Asturias
	Decreto 6/1995





1.14.  ¿Es necesario inspeccionar la obra antes de conceder la LPO?

Para cumplir el objetivo primordial que se persigue con la LPO, esto es verificar la adecuación entre lo proyectado y lo realmente ejecutado, se necesita obviamente la realización de la inspección por parte de los técnicos municipales.

Esta inspección no se exige con carácter general en las normas urbanísticas de las CC.AA. pudiéndose pensar que basta con dar por bueno el certificado final de obra que se acompaña junto a la solicitud de LPO, y en el que, salvo excepciones, se viene a decir que las obras se han ejecutado con arreglo al proyecto redactado y a la licencia de obras otorgada.

Pese a ello hay que insistir en la necesidad de la inspección, recogida expresamente en Cataluña, Decreto 179/1995, art. 91.3, que dice que el servicio técnico municipal realizará la inspección y si comprueba que la edificación se ajusta al proyecto aprobado y a las condiciones fijadas por la licencia, informará sobre la procedencia del otorgamiento de la licencia de primera utilización. En caso contrario, emitirá el informe procedente, acordándose iniciar el correspondiente expediente de subsanación y legalización, en su caso, de las obras realizadas y no amparadas por la licencia, y el procedimiento sancionador según la legislación urbanística, cuando proceda; y en Galicia, que en el art. 195.6 de la LOUGA dispone que para otorgar la licencia de primera ocupación de edificaciones se exigirá certificado final de obra de técnico competente en el que conste que las obras están completamente terminadas y se ajustan a la licencia otorgada y la previa visita de comprobación de los servicios técnicos municipales.

La jurisprudencia se ha manifestado al respecto, insistiendo en la necesidad de dicha inspección. Así, la STSJ Castilla y León (Burgos) de 23 junio 2006, o la STSJ Madrid de 3 abril 2003, en la que se dice que para conceder la licencia de primera ocupación no basta comprobar unos planos en la oficina municipal sino que es preciso el traslado a la construcción para comprobarin situque lo edificado se corresponde con el proyecto licenciado.

Los efectos de la inspección técnica exceden asimismo del ámbito de la LPO, ya que también sirven para practicar la liquidación definitiva de la construcción, instalación u obra, a tenor de lo dispuesto en el art. 103.1 b) del RDL 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

1.15.  ¿Se puede conceder la LPO sin la existencia de una previa licencia de obras?

La LPO forma parte de los actos sujetos a previa licencia urbanística, con la particularidad de que no tiene un carácter autónomo e independiente, sino que su existencia viene de otra licencia urbanística previa: la licencia de obras o de edificación.

En la práctica ocurre -y últimamente con más frecuencia- que las compañías suministradoras de energía eléctrica fundamentalmente exigen para contratar el servicio de electricidad para viviendas antiguas (piénsese en el caso de cortijos, caseríos, naves agrícolas, etc.) la LPO sin que conste en el Ayuntamiento la licencia de obras previa, al haberse construido sin licencia y prescrito la infracción urbanística, y por lo tanto sin el certificado final de obra acreditativo de su terminación. Esta situación provocada por un vacío legal, ocasiona situaciones singulares que han de resolverse por el Ayuntamiento.

La respuesta no se encuentra en el ordenamiento jurídico, salvo en el caso de la Comunidad Autónoma de Madrid que de la lectura del art. 153.5.º LSM se deduce que en el caso de edificios existentes sin licencia, la declaración de conformidad efectuada por los servicios técnicos municipales bastará para el otorgamiento de la licencia urbanística definitiva, que incluirá la de la primera ocupación.

Asimismo se pueden distinguir dos situaciones: inmuebles con licencia de obras a los que no se les otorgó la licencia de primera ocupación e inmuebles sin licencia de obras que llevan muchos años ocupados. Estos inmuebles, a su vez, pueden estar fuera de ordenación.

Respecto a los primeros, nada impide que el Ayuntamiento conceda la licencia de primera ocupación sin más, si ha transcurrido más de cuatro años desde su terminación. Si no es así hay que inspeccionar el inmueble para comprobar si el mismo se adapta a la licencia otorgada, toda vez que aún no ha prescrito la posible infracción que se haya podido cometer.

Sobre el segundo de los supuestos, si el edificio lleva terminado más de cuatro años, y su uso no es incompatible con el plan, puede concederse licencia de ocupación a los efectos de la contratación del suministro de energía eléctrica.

Si el edificio está terminado y su uso es incompatible con el plan, encontrándose fuera de ordenación, a tenor de la DA 1.ª LOUA, nada impide su ocupación, ya que ello va contra la propia naturaleza del bien inmueble construido, teniendo tan sólo los límites de ejecución de obras de reparación y conservación. Es decir, la DA 1.ª reconoce expresamente que los edificios fuera de ordenación puedan ocuparse, de ahí que también se pueda autorizar la realización de tales obras; y si se pueden ocupar, la licencia de primera ocupación es consustancial, ya que posibilita la contratación del suministro de agua y energía eléctrica.

1.16.  ¿Se puede supeditar la LPO a la calificación definitiva o a la Cédula de Habitabilidad?

La LPO tiene un origen urbanístico, como acto sujeto a previa licencia, mientras que la calificación definitiva se mueve en el ámbito de las viviendas sujetas a régimen de protección pública.

Por lo tanto, y como primera conclusión, siempre existirá la LPO, pero no siempre será necesaria la calificación definitiva.

Sentado lo anterior, la tendencia legislativa que se está imponiendo es la de dar prevalencia a la LPO en contra de la calificación definitiva o también de la Cédula de Habitabilidad, la que se ha suprimido en varias CC.AA. (Andalucía, Castilla y León, Galicia, País Vasco), si bien como es el caso de la Comunidad de Madrid, en el caso de viviendas en régimen de protección la LPO no podrá concederse sin que se acredite la calificación definitiva de las mismas (art. 154.7.º LSM).

1.17.  ¿Tienen responsabilidad las compañías suministradoras por la contratación de servicios sin LPO?

Las compañías suministradoras de energía eléctrica, agua, gas e infraestructuras de telecomunicaciones necesitan que el promotor o el solicitante del suministro le acredite la obtención de la LPO para poder contratar definitivamente el servicio, ya que para su contratación provisional (supuesto de agua y electricidad para llevar a cabo la obra o edificación) basta con la licencia de obras o de edificación.

La contratación definitiva de dichos servicios está tipificada como infracción leve, como es el caso de Andalucía [art. 207.2. a) LOUA], pudiendo ser sancionada con multa desde 600 euros hasta 2.999 euros [art. 208.3 a) LOUA], o de la Comunidad Valenciana, que contempla la posibilidad de ser declaradas responsables solidarias las compañías suministradoras que contraten sin la acreditación de la LPO o, en su caso, de la cédula de calificación definitiva (art. 5 de la Ley 8/2004 de Vivienda).

Con mayor rigor la Ley 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda de Galicia, en su art. 108.1 f) tipifica como infracción muy grave el suministro por parte de las compañías de agua, gas, electricidad, telecomunicaciones y otros servicios comunitarios sin la existencia de licencia de primera ocupación, siendo sancionadas con multa de 60.001 hasta 1.000.000 de euros [art. 112.1 c)].

1.18.  ¿En el caso de viviendas plurifamiliares ha de solicitarse una única LPO, o por el contrario, tantas como viviendas se han construido?

Ocurre que a veces se solicita de forma aislada la LPO para una vivienda o grupo de viviendas que forman parte del edificio, práctica que no es recomendable, aparte de que va contra la propia naturaleza de la LPO que tiene como finalidad, entre otras, la de comprobar si todo el edificio terminado se ajusta al proyecto que le sirvió de base para la concesión de la licencia, por lo que cuando estamos ante un bloque de viviendas se ha de solicitar una única LPO para todo el edificio.

Cuando existen locales comerciales en los bajos del inmueble, la LPO no alcanzará a los mismos, salvo que en el proyecto de obra ya se haya previsto su terminación (hecho no frecuente, ya que los locales se destinarán a comercios o actividades no previstas inicialmente en el proyecto de obra). Estos locales serán objeto posterior de su adecuación a alguna actividad industrial, comercial, profesional, etc., y será en este momento cuando se solicite la LPO o la licencia de apertura.

Sobre esta cuestión planteada, el art. 15.7 de la Ley 3/2001 de Calidad, Promoción y Acceso a la Vivienda de Extremadura indica que podrá otorgarse de manera independiente por cada vivienda promovida o de forma conjunta, excluida siempre la concesión de la cédula correspondiente a locales compatibles con el uso de vivienda, que en todo caso habrá de ser individual.

1.19.  ¿Existe relación alguna entre la LPO y la licencia de apertura?

Una cuestión no resuelta eficazmente por las normas urbanísticas de la mayoría de las CC.AA. es si la licencia de apertura puede suplir los efectos de la LPO, sobre todo para la contratación de los suministros de energía eléctrica, agua, gas o telefonía.

El posicionamiento de la normativa impide a veces suplir la LPO con la licencia de apertura, como es el caso de Andalucía (art. 175.2 LOUA) que, sin distinguir entre edificios destinados a viviendas o a actividades comerciales, industriales, etc., exige la licencia de primera ocupación o utilización para la contratación definitiva de los servicios antes citados.

Por el contrario, otras normas urbanísticas sí quieren alejarse de la tesis anterior, evitando de este modo el otorgamiento de una doble licencia, sobre todo si se tiene en cuenta que con la licencia de apertura o actividad se realiza un control eficaz por parte del Ayuntamiento, lo que garantiza en cualquier momento la adecuación de la obra ejecutada con la proyectada. Así, en Aragón (art. 169 LUA) se exige la licencia de ocupación cuando no sea necesaria la licencia de actividad clasificada ni la de apertura; en Cantabria (arts. 183.3 y 187.1 LOTRUSCA), para la utilización de las obras o instalaciones será necesaria la obtención de la LPO o apertura, siendo la LPO independiente de la licencia de apertura o actividad; en Castilla y León [art. 302 c) del Decreto 22/2004], que dispone que para contratar definitivamente los servicios de suministro de agua, energía eléctrica, gas, telefonía y demás servicios urbanos, es necesaria la LPO, o en su caso la licencia de apertura o funcionamiento de la actividad.

1.20.  ¿Quién es competente para conceder la LPO?

El otorgamiento de la LPO corresponde al Alcalde [art. 21.1 q) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL) y art. 41.9 ROF, pudiendo delegar tal atribución en la Junta de Gobierno Local (art. 21.3 LRBRL)].

1.21.  ¿Qué procedimiento ha de seguirse para conceder la LPO?

No existe un procedimiento especial para esta clase de licencia urbanística, iniciándose a instancia del promotor o titular de la licencia, acompañando la documentación necesaria (véase apartado 1.5).

Una vez instado el procedimiento se procederá a la inspección del inmueble (véase apartado 1.14), y emitido el informe correspondiente, si este es favorable, se concederá sin más la LPO solicitada.

Puede ocurrir, hecho frecuente por otro lado, que no se aporte toda la documentación, o que esta sea imprecisa. En este caso se procederá a requerir al interesado para que subsane las deficiencias (art. 71.1 LRJAP-PAC). Subsanadas las mismas continúa el expediente por sus trámites ordinarios. En caso contrario se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución dictada al efecto en los términos del art. 42 LRJAP-PAC.

1.22.  ¿Puede adquirirse LPO por silencio administrativo positivo?

El silencio administrativo positivo puede concebirse como la garantía que tiene el ciudadano ante la pasividad o inoperancia de la Administración, para adquirir en este caso la licencia solicitada y no concedida expresamente.

No siempre el legislador allana el camino para hacer efectivo este derecho, lo que provoca situaciones de verdadera indefensión e impotencia del ciudadano que, habiendo solicitado en tiempo y forma la licencia, se ve imposibilitado de ejercer su derecho. ¿Cómo se dirige a la compañía suministradora para solicitar agua, electricidad, etc., con el simple resguardo de haber solicitado la LPO, una vez que ha transcurrido el plazo que el Ayuntamiento tiene para su concesión? Se le va a exigir la resolución administrativa pertinente, viéndose abocado a acudir a la jurisdicción contenciosa para que se le reconozca el derecho a adquirir por silencio administrativo.

Hay que simplificar la esfera del silencio administrativo para que éste sea operativo. La ineficacia de la administración no puede trasladarse en forma de perjuicio al administrado.

Una solución la ofrece en la Comunidad Valenciana el art. 26.2 de la LUV que al referirse a la declaración de obra nueva dice que en caso de obtención de la licencia de obras por silencio administrativo, ésta se acreditará al Notario autorizante de la escritura mediante la aportación de la solicitud de la licencia presentada con la antelación necesaria respecto de la fecha de otorgamiento de la escritura, con la manifestación expresa del declarante, bajo su responsabilidad, de no haber obtenido resolución administrativa expresa dentro del plazo legal.

Al amparo del artículo anterior, el art. 35 de la Ley 3/2004 de Ordenación y Fomento de la Calidad de la Edificación regula el silencio administrativo, entendiéndose estimada la petición transcurridos tres meses a contar desde la presentación de la solicitud (art. 34.5 Ley 3/2004) con los efectos y las condiciones establecidos para las licencias urbanísticas en el mencionado art. 26.2 LUV.

En el caso de Andalucía el art. 172.5.ª LOUA concede un plazo de tres meses para la notificación de la resolución expresa, transcurrido el cual podrá entenderse otorgada la licencia interesada, con el requisito de comunicar con una antelación de al menos diez días el comienzo del uso.

En Aragón el plazo para resolver es de tres meses [art. 175 d) LUA].

En Canarias el TRLOTCAN no fija plazo para resolver el expediente de tramitación de licencias urbanísticas, igual que ocurre en la Comunidad de Madrid, si bien en esta podría entenderse que el plazo es de dos meses por aplicación del art. 163 d) de la LSM, mientras que en Cantabria el plazo que establece el art. 191.1 LOTRUSCA es de tres meses.

En Castilla-La Mancha el art. 169.3 TRLOTAU remite a las Ordenanzas Municipales el plazo para resolver la solicitud, que en ningún caso podrá superar los ¡seis meses!, mientras que en Castilla y León el plazo se reduce a un mes (art. 99.2 LUCyL), igual que en Cataluña (art. 91-4 Decreto 179/1995).

En Extremadura, considerando simultáneo el otorgamiento de la LPO y de la Cédula de Habitabilidad (art. 14 LSOTEX), el plazo para su concesión es de dos meses (art. 15.5 LSOTEX).

En Galicia el plazo para conceder la licencia es de dos meses a contar desde la presentación de la solicitud con la documentación completa en el registro del ayuntamiento (art. 20.3 Ley 18/2008, de 29 de diciembre de vivienda).

En las Islas Baleares el plazo para la concesión de la LPO hay que entender que es de dos meses (art. 4.2 de la Ley 10/1990), entendiendo este como plazo genérico para todas las licencias, frente al de la obra menor que lo fija en un mes.

En el caso de La Rioja el plazo también es de tres meses (art. 195.1 LOTULR)

En Navarra el plazo se reduce a dos meses 191.2 a) LFOTU, con efectos de silencio administrativo positivo transcurrido el mismo sin la comunicación de acto alguno.

En el País Vasco las ordenanzas municipales tienen la atribución de fijar el plazo para la resolución de la petición de la licencia, que en ningún caso será superior a tres meses (art. 210.7 LSUPV).

En el Principado de Asturias el art. 229.7 de la TROTUPA no establece plazo expreso, al decir que las licencias se entenderán obtenidas por silencio positivo una vez transcurridos los plazos y cumplidas las condiciones establecidas por la legislación de régimen local.

Finalmente en la Región de Murcia el plazo para resolver es de tres meses (art. 217.4 TRLSRM).

Ilustrativa y aclaratoria resulta la STSJ Andalucía (Málaga) de 29 de marzo de 2007, que en relación con la obtención de LPO por silencio administrativo, recogiendo a su vez la doctrina del Tribunal Superior de Justicia de Valencia (Sentencia de 24 de mayo de 2005 y de 4 de noviembre de 2002), señala:


	
- Se declara el derecho de los recurrentes a obtener licencia de primera ocupación al haberse producido silencio administrativo positivo. 

	
- El silencio administrativo positivo producirá un verdadero acto administrativo eficaz, que la Administración pública sólo podrá revisar de acuerdo con los procedimientos de revisión establecidos en la Ley 30/1992. 

	
- La Administración, producido el silencio administrativo positivo, certificará al particular lo que la Ley le ha concedido, que puede tener trascendencia para el particular en ámbitos como solicitar créditos bancarios, para instalaciones, etc., que son efectos de índole práctico y operativo para una empresa o particular. 

	
- La estimación por silencio administrativo tiene, a todos los efectos, la consideración de acto administrativo que pone fin al procedimiento, teniendo la misma naturaleza que el acto administrativo expreso estimatorio de la solicitud de licencia. 

	
- Entender que ninguna consecuencia jurídica produce la falta de respuesta de la Administración, porque no se puede obtener por silencio lo que es contrario a la norma jurídica urbanística, es cargar sobre el interesado la calificación urbanística de la petición. 

	
- La no suspensión de forma cautelar de la licencia de primera ocupación obtenida por silencio administrativo, y en consecuencia a todos los efectos, indica que debe tenerse dicha licencia obtenida por silencio administrativo, sin que se pueda emitir juicio sobre la legalidad urbanística de lo obtenido por silencio, al no existir un pronunciamiento administrativo previo. 



Pese al avance que la STSJ Andalucía (Málaga) de 29 de marzo de 2007 supone, el mismo ha sido cortado de raíz por la STS 28 de enero de 2009 por la que se declara, sin afectar a la situación jurídica particular derivada de dicha sentencia, «como doctrina legal que el art. 242.6 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, y el art. 8.1 b), último párrafo, del Texto Refundido de la Ley de Suelo aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, son normas con rango de leyes básicas estatales, en cuya virtud y conforme a lo dispuesto en el precepto estatal, también básico, contenido en el art. 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificado por Ley 4/1999, de 13 de enero, no pueden entenderse adquiridas por silencio licencias en contra de la ordenación territorial o urbanística, sin hacer expresa condena respecto de las costas procesales causadas».

Pese a ello el TS reconoce en el FD tercero que:

«No nos pasa desapercibido el conflicto que puede plantearse cuando la Administración no resuelve en tiempo y después deniega una licencia si la obra, transcurrido el plazo para resolver, se ha iniciado o terminado a pesar de ser contraria a la legalidad urbanística, lo que generará, en supuesto de demolición, responsabilidades que, en cada caso, habrá de dirimir quien las deba soportar».


CUADRO RESUMEN DE PLAZOS DE OBTENCIÓN POR SILENCIO



	COMUNIDAD AUTÓNOMA
	PLAZO




	Andalucía
	Tres meses



	Aragón
	Tres meses



	Canarias
	No fija plazo



	Cantabria
	Tres meses



	Castilla-La Mancha
	Seis meses máximo



	Castilla y León
	Un mes



	Cataluña
	Un mes



	Comunidad de Madrid
	No fija plazo



	Comunidad Valenciana
	Tres meses



	Extremadura
	Dos meses



	Galicia
	Dos meses



	Islas Baleares
	Dos meses



	La Rioja
	Tres meses



	Navarra
	Dos meses



	País Vasco
	Tres meses



	Principado de Asturias
	No fija plazo. Se remite a legislación régimen local



	Región de Murcia
	Tres meses





1.23.  ¿Es necesaria la LPO para el otorgamiento de escritura de obra nueva terminada?

El art. 20 del TRLS/08, cuyo origen se encuentra en el art. 24.2 de la Ley 8/1990 (posterior art. 35.2 TRLS/1992), en el art. 22 de la Ley 6/1998 y en el art. 19 de la Ley 8/2007, tiene dos partes diferenciadas sobre la declaración de obra nueva: la obra nueva en construcción y la terminada.

Si para autorizar la inscripción de obra nueva en construcción es necesaria -entre otros documentos- la licencia urbanística o de obras, hecho perfectamente comprensible, ya que supone la garantía de que el acto jurídico que accede al Registro de la Propiedad tiene el control de la legalidad urbanística que le da la Administración municipal, antes de iniciar la obra; por el contrario, para inscribir la obra nueva terminada no quedó suficientemente claro si era necesaria la intervención del Ayuntamiento, mediante la expedición de un documento que garantizara la adecuación entre lo proyectado e inscrito en el Registro de la Propiedad y lo realmente ejecutado.

El legislador se ha mostrado reticente a exigir la licencia de primera ocupación que tal fin. Con ello se desprecia la función de control de la legalidad urbanística que se ejerce mediante la inspección municipal que conlleva el otorgamiento de la misma. Tesis opuestas se pueden ver en el «Estudio del Articulado del Texto Refundido de la Ley de Suelo Estatal», en Comentario al art. 20, de Manuel-Ángel RUEDA PÉREZ, Aranzadi, págs. 717 y ss., que han sido resueltas por la Resolución de 10 de diciembre de 2008, de la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) en la que se dice que:

«El hecho de que la licencia de ocupación tenga por objeto comprobar la adecuación de la obra ejecutada al proyecto para el que fue concedida la licencia municipal de edificación, no significa que deba acreditarse en la escritura de declaración de obra nueva la obtención de aquélla, pues la Ley de Suelo (art. 19.1 Ley 8/2007, que se corresponde con el vigente art. 20 TRLS/2008) se limita a exigir que en dicho título se incorpore o testimonie la certificación expedida por técnico competente acreditativa de la finalización de la obra conforme a la descripción del proyecto».


En el aire quedan preguntas sin contestar. ¿Qué ocurre si lo construido no se ajusta al proyecto?, ¿qué efectos produce si lo edificado de más no es legalizable?, ¿cómo afecta al préstamo hipotecario la posible ilegalidad urbanística?

Los bancos ante la eventualidad de que no concuerde lo proyectado con lo realmente ejecutado, suelen exigir al promotor lo que la ley niega para la inscripción de la obra nueva terminada, esto es la LPO para el pago de la última certificación de obra.

Frente a la postura anterior de la DGRN, la reciente Ley 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda de Galicia, dispone en su art. 20 que los Notarios y Registradores exigirán para autorizar o inscribir, respectivamente escrituras de declaración de obra nueva terminada, junto con la licencia urbanística y el certificado final de obra, la licencia de primera ocupación.

1.24.  ¿Puede concederse LPO cuando no se ajusta totalmente lo proyectado con lo construido?

Es frecuente que, sin incurrir en infracción urbanística grave, se produzcan modificaciones en lo edificado, de forma tal que sea de imposible legalización. Por ejemplo, cuando se invaden unos centímetros la vía pública o se excede la altura del edificio, no pudiéndose adaptar lo ejecutado a lo proyectado, salvo que se lleve a cabo la demolición del inmueble.

La aplicación de principio de proporcionalidad viene al caso como modo sin perjuicio de la sanción pecuniaria que proceda, hay que acogerse al mismo para resolver esta incidencia. De alguna forma así lo tiene reconocido la LOUA que en su art. 182.3, relativo al restablecimiento del orden jurídico perturbado, remite al desarrollo reglamentario los supuestos y condiciones en los que, con carácter excepcional y en aplicación del principio de proporcionalidad, queda la legalización aun con disconformidades no sustanciales con la ordenación urbanística aplicable, por resulta de imposible o muy difícil reposición.

La jurisprudencia se ha configurado el principio de proporcionalidad habida cuenta de que en la construcción, por la complejidad de su técnica, es fácil que, incluso de buena fe, se cometan errores que no deben perjudicar al conjunto de una obra que, globalmente, esté dirigida al bien común y suponga una creación que requiera mediante el esfuerzo del hombre; resultando que la aplicación del principio de proporcionalidad implica que se haya producido una desviación de escasa entidad entre lo proyectado y lo construido de tal manera que la demolición que se llevase a cabo pugnara con los principios de justicia material dados los efectos negativos que se producirán sobre el conjunto de la obra realizada (STS 21 junio 1994. También las SSTS 25 junio 1977, 28 noviembre 1979, 27 febrero 1981, 15 junio 1981, 30 junio 1981, 20 abril 1988, 3 noviembre 1993).

Asimismo en este sentido resulta esclarecedora la STS 19 septiembre 1991 cuando afirma que la tolerancia, ante el exceso de edificación referido, no se basa tan sólo en las motivaciones que acaban de exponerse, sino en ellas y en otras, incluso de mayor influencia, como son las constituidas por la aplicación del principio racional de proporcionalidad, que, claramente, en el supuesto que nos ocupa, pone en evidencia la gran desproporción entre el mal que se trata de evitar (la supuesta ocupación abusiva de una franja de terreno público de una anchura de 40 cm) y el que se produciría para subsanar aquél, ya que un retranqueo de la línea de fachada implica la realización de unas obras de enorme costo, y hasta un replanteo de partes esenciales de toda la edificación, por no hablar de los perjuicios que pueden afectar a los terceros adquirentes de buena fe, de los pisos del inmueble que nos ocupa.

Que este principio de proporcionalidad, manejado, como es lógico, con la prudencia y mesura necesarias, debe ser aplicado en el supuesto de autos, puesto que las circunstancias en él concurrentes así lo aconsejan; viniendo a constituir, como apunta la doctrina científica, un presupuesto legitimador de la solución adoptada en los casos en que se estime operante.

1.25.  ¿Puede concederse LPO en el caso de edificios reformados o rehabilitados?

La LPO está pensada para las obras nuevas o edificios de nueva planta, con carácter general, aunque excepcionalmente, y considerando que el efecto fundamental que produce es posibilitar la contratación de los servicios de agua potable, electricidad, telecomunicaciones, etc., puede darse el caso de que un edificio sometido a rehabilitación, al que con anterioridad su propietario dio de baja ante las compañías suministradoras las prestaciones de dichos servicios se vea ahora en la necesidad de solicitar una nueva LPO, ya que sin la misma las compañías citadas no podrán contratar el servicio.

Mención aparte merece este planteamiento en el caso de Cantabria que en el art. 183.1 LOTRUSCA, tras reconocer que la licencia de primera ocupación es un acto sujeto a licencia urbanística, en su art. 185.1 la exige para aquellos casos en que el edificio haya sido objeto de ampliación o modificaciones sustanciales.

1.26.  ¿Qué derechos concede la LPO?

Salvando el carácter reglado de las licencias urbanísticas en general y de las LPO en particular, a través de las cuales la Administración controla los actos de edificación y uso del suelo, teniendo naturaleza declarativa, que se traduce en que la licencia no crea ni constituye un derecho nuevo, sino que lo declara, la LPO elimina los obstáculos, una vez acreditada la terminación de la obra con arreglo al proyecto y cumplidas las condiciones que en su caso se impusieron, para:


	
-Ocupar la vivienda o edificio. 

	
-Contratar servicios de suministro. 



Con ello se viene a reconocer el derecho del propietario, que hasta entonces no podía materializarlos para la falta de tal licencia.






	 (1) 

	Es un documento complementario al certificado final de obra, al que se refiere el art. 15 del Decreto 266/2004 de 3 de diciembre, de la Comunidad Valenciana sobre normas de prevención y corrección de la contaminación acústica en relación con actividades, instalaciones, edificaciones, obras y servicios.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Este documento será exigible en el caso de que se trate de edificaciones afectadas por procesos urbanizadores (suelo urbanizable, urbano no consolidado), y no en suelo urbano consolidado.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	CARRASCO PERERA, A., Comentarios a la Ley de Ordenación de la Edificación, Aranzadi, 3.ª edición, pág. 138.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Así CANO MURCIA. A., Las licencias de primera utilización u ocupación de los edificios, Aranzadi, 1995, pág. 62.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	CARRASCO PERERA, A., op. cit., pág. 138 se inclina por la postura de que no se pueda permitir la ocupación parcial.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	«Se podrán otorgar licencias parciales para fases de una construcción que resulten técnica y funcionalmente independientes».


	 Ver Texto 




	 (7) 

	LÓPEZ ARAGÓN, M., Comentarios a la Legislación Urbanística de Murcia, Aranzadi, 2008, pág. 623.


	 Ver Texto 








Las LPO en el derecho estatal 



Perviven aún las disposiciones que fueron origen de las LPO, y que son las que han servido para mantener la naturaleza jurídica de éstas, sin perjuicio, claro está, de la modulación que a través de las normas autonómicas han tenido.


	
- El art. 21.1 del RSCL dispone que estarán sujetas a licencia la primera utilización de los edificios, debiéndose examinar para su concesión si el acto proyectado se ajusta a los planes de ordenación urbana y si el edificio puede destinarse a determinado uso, por estar situado en zona apropiada, y reunir condiciones técnicas de seguridad y salubridad, y, en su caso, si el constructor ha cumplido el compromiso de realizar simultáneamente la urbanización. 

	
- El RDU en su art. 1.10 sujeta a previa licencia la primera utilización u ocupación de los edificios e instalaciones en general; considerando que unas obras amparadas por licencia están totalmente terminadas (art. 32.1) cuando sean de nueva planta, a partir de la fecha de expedición del certificado final de obra, suscrito por el facultativo o facultativos competentes, y a falta de este documento, desde la fecha de notificación de la licencia de ocupación o de la Cédula de Habitabilidad. 

	
- La LOE en su art. 5, al referirse a las licencias y autorizaciones, establece que la construcción de edificios, la realización de las obras que en ellos se ejecuten y su ocupación precisarán las preceptivas licencias y demás autorizaciones administrativas procedentes, de conformidad con la normativa aplicable. 








Las LPO en el derecho de las Comunidades Autónomas 



Las LPO en el ordenamiento urbanístico de las CC.AA. presentan un alcance y tratamiento desigual, no existiendo uniformidad, equiparándose en algunos casos con la Cédula de Habitabilidad y con la calificación definitiva en el caso de viviendas de protección pública.

Seguidamente se hace un estudio de las normas más significativas de las CC.AA., resaltando los aspectos más destacados de dicha normativa.

3.1.  Andalucía

3.1.1.  Norma básica

- LOUA.

La LOUA dice que están sujetos a licencia urbanística municipal la ocupación y primera utilización de los edificios e instalaciones en general en su art. 169.1 e), siendo la misma necesaria para la contratación definitiva de los servicios de energía eléctrica, agua, gas y servicios de telecomunicaciones (art. 175.2).

Extiende los efectos de la suspensión de licencias a la tramitación de las de ocupación o primera utilización, así como a la prestación de los servicios que, con carácter provisional, hayan sido contratados con las empresas suministradores, como modo de protección de la legalidad urbanística y el restablecimiento del orden jurídico perturbado (art. 189.4); tipificando como infracción leve la prestación de servicios por parte de las empresas suministradoras sin exigir la acreditación de la correspondiente licencia cuando ésta proceda, o cuando hubiese transcurrido el plazo establecido en la contratación provisional, así como la continuidad en la prestación cuando haya sido adoptada la suspensión cautelar (art. 207.2 a), sancionándose con multa del veinte al veinticinco por ciento del valor del edificio, establecimiento o instalación, todo cambio en el uso objeto de la licencia o al que estén destinados y que contradiga la ordenación urbanística aplicable (art. 222).

Por lo que al régimen del suelo urbano no consolidado para el que la ordenación urbanística establezca o prevea la delimitación de unidades de ejecución (art. 55.1), se condiciona la autorización de actos de construcción, edificación e instalación en parcelas, al cumplimiento, entre otros, de los siguientes requisitos:


	
- Asunción expresa y formal por el propietario de la no ocupación ni utilización de la construcción, edificación e instalación hasta la completa terminación de las obras de urbanización y el funcionamiento efectivo de los correspondientes servicios, así como del compromiso de consignación de esta condición con idéntico contenido en cuantos negocios jurídicos realice con terceros, que impliquen traslación de facultades de uso, disfrute o disposición sobre la construcción, edificación e instalación o partes de las mismas. 

	
- No concesión de licencia municipal de primera ocupación hasta que no estén finalizadas las obras de urbanización. 



En el caso de suelo urbano no consolidado no incluido en unidades de ejecución (art. 55.2), podrá autorizarse la edificación, siempre que se cumplan los siguientes requisitos por el propietario:


	
- No ocupar ni utilizar la edificación hasta la total terminación de las obras de urbanización. 

	
- Inclusión de compromiso anterior como condición, en cuantos negocios jurídicos se celebren con terceros e impliquen el traslado a éstos de alguna facultad de uso, disfrute o disposición sobre la edificación o parte de ella. 



3.1.2.  Otras normas

Junto a la LOUA, hay que destacar las siguientes normas en las que se da a la LPO una especial importancia:


	
- Ley 13/2005, de 11 de noviembre de medidas para la vivienda protegida y suelo: arts. 10 y 19. 

	
- Decreto 47/2004, de 10 de febrero, de establecimientos hoteleros: arts. 27 y 53. 

	
- Decreto 164/2003, de 17 de junio, de ordenación de los campamentos de turismo: art. 35. 



3.2.  Aragón

3.2.1.  Normas básicas: LUA

- La LUA en su art. 169 define la licencia de ocupación como una modalidad de las licencias urbanísticas, que se exigirá para la primera utilización de los edificios y la modificación de su uso, cuando no sean necesarias la licencia de actividad clasificada ni la de apertura, lo que le da un carácter excluyente respecto a éstas; a la vez que la sujeta a licencia urbanística (art. 172).

- El Decreto 347/2002, de 19 de diciembre, por el que se aprueba el reglamento de bienes, actividades, servicios y obras de las entidades locales de Aragón, se refiere a las LPO en su art. 156, estableciendo el procedimiento de su tramitación:


	
1. La LPO se solicitará dentro del mes siguiente a la fecha de terminación de las obras, acompañando certificado del director de las obras acreditativo de la terminación de las obras, que las mismas se han realizado conforme al proyecto aprobado y de acuerdo con las condiciones impuestas en la licencia de obras y que la edificación está en condiciones de ser utilizada. 

	
2. Se ha de realizar una inspección de la edificación, una vez terminada, por los servicios técnicos municipales. 

	
3. A la vista del resultado de la inspección se procederá al otorgamiento de la LPO, o en caso contrario, se iniciará procedimiento de legalización de las obras realizadas y no amparadas en licencia, así como, en su caso, del procedimiento sancionador que proceda. 



La solicitud de LPO llevará implícita la de las autorizaciones de conexión de la edificación con los servicios municipales necesarios para el adecuado funcionamiento de la misma, tales como los de abastecimiento y alcantarillado.

3.3.  Canarias

3.3.1.  Normas básicas: TRLOTCAN

Hay que señalar únicamente dos cuestiones respecto a las LPO, la primera, la sujeción a previa licencia urbanística de la primera utilización y ocupación de las edificaciones e instalaciones en general, así como la modificación del uso de las mismas; y la segunda la necesidad de dicha licencia para la contratación definitiva de los suministros cuando no se esté ante viviendas de protección oficial (se exige la calificación definitiva) o viviendas libres (se exige la Cédula de Habitabilidad) -arts. 166. 1 h) e i) y 172-.

Por otra parte, la LPO tiene un carácter residual, al quedar excluidas las viviendas, por lo que su exigencia se centra en locales comerciales, edificios de servicios, de equipamiento comercial, industrias, etc.

3.4.  Cantabria

3.4.1.  Normas básicas: LOTRUSCA

La LPO es requisito necesario para la utilización de las obras o instalaciones, siendo un documento que ha de exigirse por las empresas suministradoras para la contratación de los servicios de energía eléctrica, agua, gas, telefonía y otros servicios propios de los inmuebles (arts. 183.3 y 184).

En relación con lo anterior hay que tener en cuenta que el Decreto 141/1991, de 22 de agosto, por el que se establecen las condiciones de habitabilidad y procedimiento de concesión y control de las Cédulas de Habitabilidad, vigente en cuanto no se oponga a la LOTRUSCA, que la LPO es necesaria para el otorgamiento de la «Cédula de Habitabilidad de primera ocupación» (art. 10).

Se le atribuye la finalidad de verificar el cumplimiento efectivo de las prescripciones contenidas en la licencia de obras y de los usos permitidos por el Plan, siendo necesaria tanto para los edificios de nueva construcción como para los que sean objeto de ampliación o modificaciones sustanciales (art. 185).

Asimismo se reconoce el carácter independiente de la LPO respecto de la licencia de apertura o actividad (art. 187.1), no siendo necesaria la misma en los casos en los que proceda la concesión de la licencia de apertura o actividad clasificada (art. 184.2).

3.5.  Castilla-La Mancha

3.5.1.  Normas básicas: TRLOTAU

En Castilla-La Mancha, la LPO queda fuera de los actos sujetos a licencia urbanística (art. 165), quedando encuadrada dentro de las licencias de usos y actividades (art. 169).

Es necesaria la LPO para la contratación definitiva de los suministros de energía eléctrica, agua, gas y telefonía cuando se trate de viviendas no incluidas en el régimen de protección oficial, que se sustituye por la calificación definitiva (art. 164.2 b).

Asimismo se excluye la LPO en el caso de la contratación de dichos suministros para actividades, siendo necesaria la licencia de actividad.

3.6.  Castilla y León

3.6.1.  Normas básicas

- LUCyL.

- Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que sea aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

La LPO se encuentra incluida dentro de los actos sujetos a licencia urbanística [art. 97.1 e) LUCyL y 288.3.º del Decreto 22/2004], siendo de destacar en la normativa urbanística de desarrollo de Castilla y León lo siguiente:


	
- No puede otorgarse LPO si previamente no se ha recibido la urbanización (art. 207.2 Decreto 22/2004). No se aclara si la recepción ha de ser de toda la urbanización o de una parte de la misma (recepción parcial, regulada en el art. 206 de dicho Decreto); entendemos que será indistinta una u otra, y ello sin perjuicio del plazo de garantía de un año a contar desde el día siguiente al de la formalización de la cesión. 

	
- La LPO será denegada en el supuesto de incumplir la obligación de ceder la urbanización. 

	
- La LPO puede concederse mediante procedimiento ordinario o abreviado (arts. 293 y 204 Decreto 22/2004), si bien se apuesta por este segundo procedimiento, con reducción a la mitad de los plazos para el otorgamiento, tanto para éstas como para las obras menores. 

	
- La LPO es compatible con la licencia de apertura o funcionamiento de la actividad, exigiéndose una u otra para la contratación de los servicios de suministro de agua, energía eléctrica, gas, telefonía y demás servicios urbanos (art. 302 Decreto 22/2004). 

	
- Se reconoce la posibilidad de otorgar LPO parcial, bajo las siguientes condiciones: 
	
a) Que las partes para cuya primera ocupación o utilización se solicite autorización resulten técnica y funcionalmente susceptibles de ser utilizadas de forma independiente sin detrimento de las restantes. 

	
b) Que en la ejecución del resto de las obras previamente autorizadas se estén cumpliendo, en el momento de la solicitud de licencia parcial, los plazos y las demás determinaciones que imponga la normativa aplicable. 

	
c) Que, cuando el Ayuntamiento considere procedente exigirlo, el solicitante constituya una garantía en alguna de las formas citadas en el art. 202 del Decreto 22/2004, para asegurar la correcta ejecución de las obras restantes. 

	
d) También pueden otorgarse licencias de primera ocupación o utilización limitadas a partes de las construcciones e instalaciones que cumplan la normativa urbanística, cuando existan otras partes que no se ajusten a la misma en aspectos de detalle o escasa entidad, siempre que se cumplan las condiciones a) y c) anteriores. 





	
- La LPO sirve para computar el plazo de terminación del edificio o de las obras de rehabilitación integral (art. 316.4 Decreto 22/2004). 



3.7.  Cataluña

3.7.1.  Normas básicas

- TRLUCAT.

- Ley 18/2007, de 28 de diciembre. Normas reguladoras del Derecho a la vivienda.

- Decreto 179/1995, de 13 de junio. Reglamento de obras, actividades y servicios de las entidades locales.

Se sujeta a licencia urbanística previa la licencia de primera utilización y ocupación, y el cambio de uso, de los edificios e instalaciones, siendo necesario para su otorgamiento la emisión previa de informes carácter técnico y jurídico [arts. 179.2 e) y 180].

La LPO se extiende a las edificaciones de nueva construcción y también a aquellas que hayan sido objeto de modificación sustancial o de ampliación (art. 90.1 Decreto 179/1995).

Para evitar la posibilidad de evitar la duplicidad que ha existido entre la Cédula de Habitabilidad y la licencia de primera ocupación, que ha obligado a los particulares a un absurdo peregrinaje entre administraciones para cumplir todos los requisitos antes de poder ocupar una vivienda, se dispone que en los ayuntamientos en los que se delegue el otorgamiento de la Cédula de Habitabilidad, el otorgamiento de la licencia de primera ocupación lleva implícito el otorgamiento de la Cédula de Habitabilidad (arts. 26.5 y 27.3 Ley 18/2007).

El procedimiento para el otorgamiento de la LPO presenta los siguientes caracteres (art. 91 Decreto 179/1995):


	
- La LPO ha de solicitarse dentro del mes siguiente a la fecha de terminación de las obras. 

	
- La obra se considera terminada cuando por el facultativo director de la misma se expida certificación en el que se acredite, no solo la fecha de su terminación, sino además que las obras se han realizado de acuerdo con el proyecto aprobado o sus modificaciones posteriores y las condiciones impuestas, y que la edificación está en condiciones de ser utilizada. 

	
- La edificación terminada ha de ser inspeccionada por el servicio técnico municipal, el que informará sobre la procedencia del otorgamiento de la LPO. 

	
- El plazo para conceder la LPO será de un mes, a contar desde la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin resolución expresa, se entenderá concedida. 



3.8. Comunidad de Madrid

3.8.1.  Norma básica: LSM

Dentro de los actos sujetos a intervención municipal, se encuentra la primera utilización y ocupación de los edificios e instalaciones en general.

La LPO podrá expedirse para edificios ya existentes, de nueva planta, de ampliación, reforma, modificación o rehabilitación, previa declaración de conformidad de los servicios municipales (art. 153.5.º), cuando no precisen proyecto de obras de edificación.

En el caso de que la vivienda esté sujeta a régimen de protección, la LPO no podrá concederse sin que se acredite la calificación definitiva de la misma (art. 154.7.º).

La LPO es necesaria para la contratación de los servicios por las empresas suministradoras de energía eléctrica, agua, gas y telefonía.

3.9.  Comunidad Valenciana

3.9.1.  Normas básicas

- LUV.

- Ley 3/2004, de 30 de junio, de ordenación y fomento de la calidad de la edificación.

- Ley 8/2004, de 20 de octubre, de Vivienda de la Comunidad Valenciana.

- Decreto 75/2007, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Protección Pública a la Vivienda.

- Orden de 10 de noviembre de 1989, por la que se regulan los registros especiales de viviendas libres y Cédula de Habitabilidad.

- Decreto 161/1989, de 30 de octubre, sobre procedimiento de expedición de la Cédula de Habitabilidad.

La Comunidad Valenciana ha regulado de forma extensa la LPO, estableciendo un régimen jurídico con los siguientes rasgos característicos:


	
- La LPO está sujeta a licencia urbanística, tanto en el supuesto de edificios e instalaciones de nueva construcción como en la ocupación en caso de segunda o posteriores transmisiones [art. 191.1 f) LUV y art. 33.2 Ley 3/2004]. 

	
- La LPO se ha de resolver en el plazo de un mes [art. 195.1 a) LUV]. En contra de esto, el art. 34 Ley 3/2004 establece el plazo de tres meses para conceder la LPO. 

	
- En los casos de edificaciones existentes, que no disponga de LPO, será necesario su obtención para los siguientes casos (art. 33.3 Ley 3/2004). 
	
• Cuando se produzca una segunda o posteriores transmisiones de la propiedad. 

	
• Cuando sea necesario formalizar un nuevo contrato de suministro de agua, gas, electricidad. 





	
- En el caso de obras en edificios existentes, de ampliación, modificación, reforma o rehabilitación, que alteren su configuración arquitectónica entendiendo por tales las que tengan carácter de intervención total o las parciales que produzcan una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, o tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio, o que modifiquen esencialmente el conjunto del sistema estructural u otros elementos o partes del edificio afectados por los requisitos básicos de la edificación, así como obras que tengan el carácter de intervención total en edificaciones catalogadas o que dispongan de algún tipo de protección de carácter ambiental o histórico-artístico, regulada a través de norma legal o documento urbanístico y aquellas otras de carácter parcial que afecten a los elementos o partes objeto de protección, será necesaria la LPO si no la dispusieren con anterioridad [art. 33.3 y 2.2. b) y c) Ley 3/2004]. 

	
- La cédula de calificación definitiva sustituye a la LPO en el caso de viviendas protegidas de nueva construcción, cuando se trate de la primera transmisión de la vivienda (art. 33.5 Ley 3/2004). 

	
- Para la obtención de la primera LPO ha de presentarse en el Ayuntamiento la siguiente documentación (art. 34 Ley 3/2004). 
	
• Acta de recepción de la obra. 

	
• Certificado final de obra. 







Para obtener ulteriores licencias de ocupación, se ha de presentar:


	
- Certificado del facultativo competente de que el edificio, o parte del mismo susceptible de uso individualizado, se ajusta a las condiciones que supusieron el otorgamiento de la primera o anterior licencia de ocupación a la que se solicita. 

	
- Copia del Libro del Edificio. 



Si la edificación existente carece de licencia de ocupación se ha de presentar certificado del facultativo competente de que el edificio, o la parte del mismo susceptible de un uso individualizado, se ajusta a las condiciones exigibles para el uso al que se destina.

- Los ayuntamientos llevarán un registro especial de solicitudes, concesiones y denegaciones de licencia de ocupación (art. 34.6 Ley 3/3004).

- Se reconoce el silencio positivo para su adquisición (art. 35 Ley 3/2004).

- La LPO es requisito necesario para ocupar la vivienda en general, salvo en el caso de que se trate de viviendas protegidas o rehabilitadas de protección pública, facultando en este caso la cédula de calificación definitiva para la ocupación y uso de estas viviendas (art. 5 Ley 8/2004).

- Las compañías suministradoras tienen prohibido contratar los servicios de abastecimiento de agua, energía eléctrica, gas e infraestructuras si no se acredita la previa obtención de la correspondiente LPO o cédula de calificación provisional, según el caso, siendo asimismo responsables solidarias de las contrataciones que realicen si no se acreditan (art. 5 Ley 8/2004).

3.10.  Extremadura

3.10.1.  Normas básicas

- LSOTEX.

- Ley 3/2001, de 26 de abril. Normas reguladoras de la calidad, promoción y acceso a la vivienda en Extremadura.

- La LPO es el documento que acredita el cumplimiento de las condiciones impuestas por la licencia urbanística de obras (art. 3.8 Ley 3/2001), estando sujeta a licencia [art. 184.1 a) LSOTEX].

- Asimismo, la LPO es el documento que garantiza que la obra ejecutada cumple con las condiciones higiénico-sanitarias de calidad en la construcción, junto con la Cédula de Habitabilidad, necesarias para poder destinar un inmueble a vivienda y a los usos complementarios que conlleve (art. 7.3 Ley 3/2001).

- Coexiste la LPO con la Cédula de Habitabilidad, siendo su otorgamiento simultáneo (art. 14 Ley 3/2001), quedando desplazada como documento necesario para la conexión del abastecimiento de agua potable, electricidad, de telecomunicaciones y demás servicios comunitarios, recayendo en ésta (art. 15 Ley 3/2001).

3.11.  Galicia

3.11.1.  Normas básicas

- LOUGA.

- Ley 18/2008, de 29 de diciembre, de Vivienda de Galicia.

- Decreto 262/2007, de 20 de diciembre, por el que se aprueban las normas del hábitat gallego.

La LPO está sujeta a previa licencia municipal urbanística, bajo la denominación de primera utilización de los edificios y la modificación del uso de los mismos (arts. 194.2 y 195.5 LOUGA), siendo necesario para su otorgamiento la expedición de certificado final de obra expedido por técnico (dirección facultativa en palabras del art. 4.3 Decreto 262/2007) previa visita de comprobación de los servicios técnicos municipales, en el que conste:


	
a) que las obras están totalmente terminadas; 

	
b) que las obras se ajustan a la licencia otorgada. 



Mención especial merece la Ley 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda de Galicia que deroga la Ley 4/2003, de 29 de julio, en la que se reconoce en su preámbulo la importancia que tiene la LPO, convirtiéndose en eje del control de la calidad de las edificaciones, destacando de la nueva regulación los siguientes aspectos:


	
- La solicitud de la LPO necesita la presentación de: 
	
• Certificado final de obra. 

	
• Acta de recepción. 

	
• Acreditación de la recepción tácita. 





	
- Es necesaria la previa vista de comprobación de las obras por los servicios técnicos municipales. 

	
- El expediente ha de resolverse en el plazo máximo de dos meses, operando el silencio positivo. 

	
- Es el único documento que permite la conexión del abastecimiento de agua potable, electricidad, telecomunicaciones y otros servicios comunitarios. 

	
- La inexistencia de la LPO faculta a la Administración municipal, previa audiencia al promotor del edificio o vivienda, para ordenar el corte del suministro contratado. 

	
- La LPO es documento necesario para el otorgamiento e inscripción de escrituras de obra nueva terminada. 

	
- Se tipifica como infracción muy grave la transmisión o la cesión del uso de la vivienda de nueva construcción sin la preceptiva LPO o el suministro por parte de las compañías de agua, gas, electricidad, telecomunicaciones y otros servicios municipales sin la existencia de la misma. 



3.12.  Islas Baleares

3.12.1.  Normas básicas

- Ley 10/1990, de 23 de octubre, de Disciplina Urbanística.

- Decreto 68/2008, de 6 de junio, por el que se regulan las ayudas para favorecer el acceso a la vivienda en el marco del plan estratégico de vivienda 2008-2011.

- Decreto 20/2007 de 23 de marzo, por el que se modifica el Decreto 145/1997 de 21 de noviembre, por el que se regulan las condiciones de dimensionamiento e higiene y de instalaciones para el diseño y la habitabilidad de viviendas, así como la expedición de Cédulas de Habitabilidad.

Queda sujeta a licencia previa la primera utilización u ocupación de los edificios e instalaciones en general (art. 2.8 Ley 10/1990).

El concepto de licencia de primera ocupación figura en el Decreto 68/2008 dentro del procedimiento para la calificación de viviendas libres de nueva construcción como protegidas (art. 12); mientras que en el Decreto 145/1997, modificado por Decreto 20/2007, coexiste la Cédula de Habitabilidad, con la primera ocupación (no dice licencia) y con la calificación definitiva (art. 7).

En el caso de viviendas protegidas, la Cédula de Habitabilidad es sustituida, en primera ocupación, por el documento de calificación definitiva (art. 2 del Decreto 20/2007), siendo estos documentos necesarios para la contratación de los servicios de suministro de agua, alcantarillado, electricidad, gas y teléfono (art. 9 Ley 10/1990).

3.13.  La Rioja
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